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RESUMEN: La informacién del primer documento de planificacién hidrolégica de
la demarcacién hidrografica del Ebro («esquema provisional de temas importantes»)
justifica esta reflexion general sobre algunos aspectos de la planificacion hidrolégica
(procedimiento, competencia, objetivos, contenido), cuyo desarrollo reglamentario ha
infroducido modificaciones contradictorias con la regulacién de la ley, al tiempo que
se hacen aportaciones especificas para el caso de la cuenca del rio Ebro.

Palabras clave: planificacién hidrolégica; participacién piblica.

ABSTRACT: The first document of hydrologic basin Ebro («provisional outline of
important topics») planning public information justifies this geneal reflection on some
aspects of the hydrological planning (procedure, competition, objectives, content),
whose regulatory development has introduced contradictory amendments to the regu-
lation of the law, which is specific to the case of the Ebro river basin contribute.

Key words: water planning; public participation.

INTRODUCCION

Por Resolucion de la Direccién General del Agua, de 24 de julio de
2008, publicada en el BOE de 30 de julio de 2008, se anuncia la apertura
del periodo de consulta piblica de los documentos «Esquema provisional
de temas importantes» (en adelante, EPTI) del proceso de planificacién
hidrolégica correspondiente, entre otras, a la Demarcaciéon Hidrogréfica

del Ebro. El plazo de presentacién de alegaciones concluia el dia 30 de
enero de 2009.

I. CONSIDERACIONES GENERALES

El marco juridico por el que se rige la elaboracién de los planes hidro-
l6gicos estd constituido por el Texto Refundido de la Ley de Aguas (Titulo Il
del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, dedicado a la Planifi-
cacién Hidrolégica, en adelante TRLAg), el Reglamento de la Planificacién
Hidrolégica (RD 907/2007, de é de julio, en adelante RPH) y la Instruccién
de Planificacién Hidrolégica (aprobada por la Orden ARM/2656/2008,
de 10 septiembre de 2008, en adelante IPH), conjunto normativo que
debe interpretarse de acuerdo con el Derecho Comunitario Europeo, en
particular, de la Directiva Marco del Agua (en adelante DMA), norma que
fija unos determinados resultados —objetivos ambientales para las distintos
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tipos de aguas— que han de alcanzarse en los plazos establecidos por
la Directiva, objetivos que no son uniformes en todas las demarcaciones
hidrogréficas europeas, sino que dependeran de las condiciones hidrolé-
gicas y medioambientales de las mismas.

Resulta oportuno realizar en este momento unas breves considera-
ciones generales sobre la planificacién hidrolégica asi como, la funcién
que cumple, en el procedimiento de elaboracién de la planificacién, el
«esquema provisional de temas importantes».

1. Consideraciones generales sobre la planificacion hidrolé-
gica

Han de destacarse de dicho conjunto normativo —en lo que ahora inte-
resa— las previsiones legales relativas al procedimiento y competencia para
la elaboracién y aprobacién de la planificacién hidrolégica; en segundo
lugar, los objetivos y criterios, elaboracién y contenido de los planes hidro-
légicos. La ley remite al reglamento la regulacién del procedimiento de
elaboracién y revision, si bien establece algunos criterios sustantivos que la
norma reglamentaria (el citado Reglamento de 2007), habré de respetar.
Sobre estos dos dmbitos se harén diversas consideraciones.

A) Procedimiento y competencia para la elaboracién y apro-
bacién de la planificaciéon

El actual tramite de consulta del EPTI estd al servicio de la participacién
plblica garantizada en todo el proceso planificador, tanto en las fases
de consultas previas como en las de desarrollo y aprobacién o revision
del Plan, de acuerdo con los plazos previstos en la Disposicién Adicional
Duodécima del TRLAg (art. 41.1 TRLAg). Garantia de participacién, tal
como se ha plasmado reglamentariamente y llevado a la préctica en el
caso de la CH del Ebro, cuya funcionalidad y eficacia —pese al gran
despliegue de medios personales y materiales empleados— resulta més que
discutible. Y todo ello cuando existe un érgano, el Consejo del Agua de
la cuenca, que, por su configuracién e integracién, constituye un 6rgano
de participacién de los distintos sectores interesados en la elaboracién de
la planificacién hidrolégica, al que se le han sustraido las funciones de
elaboracién de la planificacién, como brevemente se da cuenta.
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Una de las singularidades de la legislacién espanola de aguas es la
previsién de un érgano especifico al que se le encomienda la elaboraciéon
y aprobacién de la planificacién hidrolégica: el Consejo del Agua de la
cuenca, integrado por todos los sectores interesados en la gestién del agua
(Administracién General del Estado, servicios técnicos del organismo de
cuenca, CCAA, usuarios, organizaciones ambientales). Este érgano de
planificacién tuvo especial protagonismo —en aplicacién de las previsio-
nes legales— en la aprobacién de los planes vigentes de 1998. Debe
advertirse que los servicios técnicos del organismo de cuenca (Oficina de
Planificacién) son los encargados de elaborar la documentacién previa, en
colaboracién con las Administraciones e interesados, que debe integrar las
previsiones de la planificacién sectorial con la hidrolégica. El documento
elaborado fue objeto de valoracién y aprobacién provisional por el Consejo
del Agua de la cuenca, verdadero «Parlamento» del agua de la cuenca.
La aprobacién final corresponde al Gobierno del Estado, atribucién que
—como ha dicho el Tribunal Constitucional— tiene una naturaleza esen-
cialmente coordinadora.

La Directiva Marco del Agua ha establecido la informacién y consulta
pUblica como instrumentos necesarios de la elaboracién de los planes.
Esta prevision quedaba ya asegurada en el Derecho espafiol, al existir
un 6rgano ad hoc representativo con esa especifica finalidad, asi como
contemplaba tramites de informacién piblica del proyecto de PH. La trans-
posicion de la DMA en Espaiia ha creado en materia de participacion
del piblico una innecesaria complejidad, estableciendo mecanismos de
participacién informal («asamblearia» o de democracia deliberativa) y
desaprovechando la extraordinaria utilidad de los 6rganos expresamente
configurados en nuestro ordenamiento para dicha finalidad, esto es forma-
lizados e institucionalizados, donde es piblica la representacién que cada
uno ostenta y su legitimidad. El Consejo del Agua es «érgano de planifi-
cacién» (art. 24 Ley de Aguas de 1985) que eleva el plan al Gobierno y
en el que se integran las CCAA «para participar en la elaboracién de la
planificacién hidrogréfica» (art. 33 LAg ‘85).

Ahora, tras la reforma de 2003 (TRLAg) el Consejo del Agua es
«bérgano de participacién y planificacién» (art. 26.3 TRLAg), si bien man-
tiene su competencia para «elevar al Gobierno» el plan hidrolégico, su
funcién ahora parece constrefiida a «fomentar la informacién, consulta
plblica y participacién activa en la planificacién» asi como «promover
la informacién, consulta, y participacién piblica en el proceso planifica-

250



A PROPOSITO DE LA PLANIFICACION HIDROLOGICA. (CONSIDERACIONES JURIDICAS SOBRE EL...

dor» (art. 35.1 y 2 TRLAg). Esto es, parece que esa participacién y las
consecuencias de la misma (propuestas, sugerencias, temas importantes)
se realizan externamente al Consejo y sin que sea agente directo de ese
proceso. La Ley remite al reglamento «la organizacién y procedimiento
para hacer efectiva la participacién piblica» (art. 35.2, in fine).

Pues bien, el nuevo Reglamento de la Planificacién Hidrolégica de
2007 (arts. 71 a 83) ha magnificado esta «participacién piblicax, abierta,
informal, «asamblearia», no representativa y manipulable, costosa en
medios y recursos humanos y discutiblemente eficaz, al mismo tiempo que
ha desconfigurado y desapoderado al Consejo del Agua, convertido en
el gran «convidado de piedra» en el proceso, dando un protagonismo
contrario a la ley al Comité de Autoridades Competentes. Sorprendente-
mente, el organismo de cuenca elaborard el esquema de temas importantes
«integrando la informacién facilitada por el Comité de Autoridades Com-
petentes», jsic! (art. 79.3 RPH).

El Consejo del Agua tiene un protagonismo residual en las dos etapas
de elaboracion del Plan (EPTI y proyecto de plan hidrolégico). Ahora sim-
plemente emite un informe preceptivo sobre el informe que el organismo
de cuenca debe redactar respecto de las propuestas, observaciones y
sugerencias presentadas en la consulta piblica del EPTl y el documento
de la evaluacién ambiental (art. 79.6 RPH) y emite un nuevo informe pre-
ceptivo sobre el informe elaborado por el organismo de cuenca sobre la
propuesta de Proyecto de plan hidrolégico (art. 80.4 RPH). Pero es ahora
el Comité de Autoridades Competentes el que debe dar «la conformidad»
al Proyecto de plan hidrolégico que se elevaré al Gobierno (art. 80.5 RPH),
atribucién que es claramente contraria —e ilegal, en consecuencia— a
las atribuciones que la ley reconoce al Consejo del Agua (art. 26, 35 en
relacién con el art. 36 bis TRLAg) y que han sido desconfiguradas por un
simple reglamento y la praxis administrativa seguida.

En relacién con el plazo para la consulta piblica del EPTI, esta Dis-
posicién Adicional Duodécima TRLAg sefala que este documento debe
ser puesto a disposicién del piblico «dos afios antes del inicio del pro-
cedimiento para la aprobacién o revisién del correspondiente plan hidro-
l6gico», plazo cuya determinacién es absurda y contradictoria (error en
el que incurre también el art. 79.4 RPH que también se refiere al «inicio
del procedimiento de aprobacién del plan»), pues dicha prevision legal
incurre en una errénea transposicion de la Directiva Marco del Agua. En
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efecto, el art. 14.1 DMA se refiere «al inicio del periodo a que se refiera
el plan» (esto es, al inicio del plazo de su vigencia), que es cosa distinta
del inicio del procedimiento de elaboracién. Y es que, en efecto, los
planes deben estar publicados (esto es, deben estar aprobados y opera-
tivos) como fecha limite el 22 de diciembre de 2009 (esto es nueve afios
después de la entrada en vigor de la Directiva, segin su art. 13.6 DMA).
En consecuencia el EPTI debiera haberse sometido a consulta piblica al
menos antes de diciembre de 2007, por lo cual se ha producido un retraso
temporal evidente.

B) Obijetivos de la planificacién hidrolégica

En relacién con el marco legal de la planificacién cabe hacer algu-
nas consideraciones generales. En primer lugar, y por lo que se refiere a
los objetivos de la planificacién, si bien es verdad que la DMA tiene una
base juridica medioambiental y por esa razén sus obijetivos se refieren
a la calidad del agua (lo que limita la vis expansiva inagotable de su
alcance juridico, pues la «gestién cuantitativa de los recursos hidricos o que
afecten directa o indirectamente a la disponibilidad de dichos recursos»
—art. 175.2 Tratado de la Unién Europea—, requiere la unanimidad del
Consejo de la Unién Europea, y no ha sido ésta la base juridica seguida
para aprobar la DMA, sino la del art. 174.1 TUE), el enfoque integral de
la gestién del agua que propicia no puede obviar los aspectos cudalitativos,
que son fundamentales en Espafa por la irregularidad espacio temporal
del régimen hidrico, dado que los aspectos cuantitativos de la gestion del
agua tienen una extraordinaria relevancia: si no hay agua, mal se puede

hablar de su calidad.

En este sentido, la enumeracién de los objetivos generales de la pla-
nificacion recogida en el art. 40 TRLAg, que incluye entre los enumerados,
en primer lugar, «conseguir el buen estado y la adecuada proteccion del
dominio piblico hidrdulico», no debe justificar, en el plano juridico, que se
posterguen los demds objetivos por aquél y, en particular, la «satisfacciéon
de las demandas», «el equilibrio y armonizacién del desarrollo regionals,
objetivos estos ltimos que podrian verse favorecidos «incrementando las
disponibilidades del recurso, protegiendo su calidad, economizando su
empleo y racionalizando sus usos, en armonia con el medio ambiente y
los demds recursos naturales». Pues seria un absurdo juridico, ajeno al
sentido com0n, llevar la proteccion del agua al extremo de excluir cual-
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quier aprovechamiento para la satisfaccién de las necesidades humanas,
cualquier presién antrépica por insignificante que fuera que obstaculizara
la consecucién de los objetivos ambientales.

Esa interpretacion sesgada y unidimensional no se compadece con
la concepcién integral del desarrollo sostenible, auspiciada por los orga-
nismos internacionales (Cumbre de Rio, Johannesburgo) asentada en tres
pilares, el social, el econémico y el ambiental. Es un error de concepto
y método, de gravisimas consecuencias, fomar como criterio exclusivo o
predominante de la planificacién hidrolégica la dimensién ambiental de
los recursos hidricos, con olvido de los obijetivos sociales y econémicos.
Los distintos objetivos deben alcanzarse de manera integrada y sostenible,
pues llegado el caso, la propia DMA admite que puedan excepcionarse o
sefalarse objetivos menos rigurosos (art. 4 DMA). Es un puro despropésito
sostener que el resultado de la planificacién hidrolégica sea la exclusién
de todo uso y toda actividad econdémica que suponga alguna «presion»
sobre el agua.

El planteamiento simplificador —y, por ello, sesgado— que ahora
critico estd presente en ciertos planteamientos y tomas de posicién, mds o
menos explicitos, en el documento de EPTIl a la hora de abordar algunos
de los problemas de la gestion del agua. Es el caso, de un indisimulado
recelo y prevencién frente a las obras de regulacién, cuando el propio
documento reconoce que en el Ebro la regulacién solo alcanza al 56% de
la aportacién media de la cuenca (pag. 63), calculada sobre 13.869 Hm?,
media del periodo 1980-2005 (periodo que puede no ser representativo
por sus datos a la baja, que el presente afio hidrolégico pueden desmentir),
porcentaje que no alcanzaria al 40% si se tomasen en consideracion las
medias del periodo 1940-2005, que es otra de las series hidrolégicas a
tener en cuenta (Apartado 2.4.2 y 2.4.4 IRP).

Estos porcentajes de regulacién en el Ebro —el rio mas caudaloso de
Espafa si se foman sus aportaciones anuales medias histéricas— resultan
bajos en términos relativos respecto de las aportaciones medias anuales
potenciales y contrastan con la capacidad de regulacién superior que
existen, por ejemplo, en el Duero (un 58% de la aportacién media, esto
es 7.800 Hm?® de capacidad frente a 13.500 Hm® de aportacién media
anual); en el Tajo (practicamente el 100% de la aportacién media, esto
es 11.000 Hm? frente a 11.900 Hm3); en el Guadalquivir (algo mas del
100% de la aportacién media, esto es 7.300 Hm? frente a 7.000 Hm?) y
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en el Guadiana (un 140%, de la aportaciéon media, esto es, 8.600 Hm?3,
frente a 6.100 Hm?) respecto de sus respectivas aportaciones medias anua-
les, siendo asi que el Ebro es el rio més caudaloso de Espaiia. Los datos
hablan por si mismos y confirman lo que es de conocimiento piblico: en
el Ebro se desaprovecha una parte importante de la extraordinaria riqueza
de sus recursos hidricos por falta de regulacién.

Estos planteamientos supuestamente «ambientalistas» acarrean una
profunda contradiccién en el documento cuando, al mismo tiempo, se
defiende la generalizacién de caudales minimos ambientales entendidos
—como establece obviamente el TRLAg— como restricciéon general de los
aprovechamientos, planteamiento voluntarista que parece obviar el régi-
men natural de aportaciones/disponibilidades de los rios de la cuenca y
la insuficiente regulacion existente. Atendida la irregularidad natural de
nuestros rios, la dotacién de los caudales minimos no puede garantizarse si
no es con caudales regulados garantia que hace necesario incrementar la
regulacién existente. En esta misma linea, la opcién asumida de extender
las denominadas reservas naturales fluviales en la demarcacién del Ebro
(hasta 217 reservas, con una longitud de 1.562,2 kms., segin ficha 10
Anexo B), imposibilitara en la mayor parte de las cabeceras de los rios
la ejecucién de infraestructuras de regulacién. Y ello resulta contradictorio
con la constatacién de la infradotacién estructural que sufre el regadio y
la opcién por paralizar cualquier extensién del regadio, ante la imposibi-
lidad de atender simultaneamente estas demandas y las ambientales, lo
que supone una gravisima decisién si se tiene en consideracién el valor
estratégico del sector primario para el conjunto del territorio de la demar-
cacién, incluso, por razones de interés nacional.

C) La criticable desvinculacién de las reservas de recursos y
las obras de regulacién

La escasa capacidad de regulacién existente en la cuenca del Ebro
en relacion a las aportaciones medias, se ve agravada, ademds, por la
injustificable y criticable reforma del régimen de reserva de recursos que
el RPH ha desligado ahora sorprendentemente de las obras de regulacién.
En efecto, en el art. 77 del Reglamento de la Administracién Piblica del
Agua y de la Planificacién Hidrolégica de 1988 (precepto derogado en
2007) se decia, en coherencia con el concepto y configuracién de la
técnica de la reserva demanial:
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«1. Se entiende por reserva de recursos la correspondiente a las asigna-
ciones establecidas en prevision de las demandas que corresponde atender
con las obras hidrdulicas especificas cuya realizacién sea competencia de la
Administracién Piblica, del Estado o de las Comunidades Auténomas, o por
fines de utilidad piblica

2. Estas reservas, cuya vigencia temporal estard en funcién del plazo
previsto para la ejecucién y puesta en explotacion de las obras, seran inscri-
bibles en el Registro de Aguas a nombre del Organismo de cuenca, el cual
procederd a su cancelacién parcial a medida que se vayan otorgando las
correspondientes concesiones...».

Esta redaccién es —como queda sefalado— plenamente coherente
con la concepcién juridica tradicional de las reservas que en el caso
del agua, dado el agotamiento concesional de los recursos hidricos (los
caudales concesionales superan ampliamente el volumen de los recursos
superficiales en régimen natural), de manera que solo pueden garantizarse
nuevas demandas mediante ofertas vinculadas a obras de regulacién que
incrementan la disponibilidad del recurso. Es evidente que una politica
que limite o suspenda la ejecucién de obras de regulacion, imposibilita el
establecimiento de reservas de recursos.

Ahora el art. 20 RPH 2007 establece lo siguiente:

«1. Se entiende por reserva de recursos la correspondiente a las asigna-
ciones establecidas en prevision de las demandas que corresponde atender
para alcanzar los objetivos de la planificacién hidrolégica.

2. Las reservas establecidas deberdn inscribirse en el Registro de Aguas
a nombre del organismo de cuenca el cual procederd a su cancelacién parcial
a medida que se vayan oforgando las correspondientes concesiones...

3. Las reservas de recursos previstas en los planes hidrolégicos de cuenca
se aplicardn exclusivamente para el destino concreto y en el plazo maximo
fijado en el propio plan. En ausencia de tal previsién, se entenderd como
plazo méximo el de seis afios establecido en el articulo 89, salvo que en la
revision del correspondiente plan se establezca otro diferente.

Puede advertirse la sorprendente desvinculacién de la reservas res-
pecto de las obras de regulacion y en consecuencia de nuevas ofertas de
agua que satisfagan nuevas demandas o garantice los actuales caudales
concesionales. En consecuencia, no cabe sino sostener que esas reservas,
de las que ahora habla el nuevo RPH, solo pueden generarse exclusiva-
mente del ahorro y de una mayor eficiencia de los usos de agua, asi como
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de una sistematica revision de las actuales concesiones, planteamiento que
parece asumir —acriticamente— una politica de renuncia al incremento de
las disponibilidades de agua vinculadas a nuevas obras de regulacién.

Esta posibilidad (ahorro, mayor eficiencia, revisién concesiones) no es,
sin embargo, incompatible, atendida la escasa capacidad relativa de regu-
lacién existente en la cuenca del Ebro, con el mantenimiento de una politica
decidida de obras de regulacién no solo para garantizar las demandas
actuales de agua —incluidos los caudales circulantes minimos— (que no
estan asegurados, en la actualidad), sino como reserva estratégica para los
distintos usos futuros y, de manera singular, como instrumento técnico para
corregir la hiperirregularidad del régimen de lluvias que puede provocar
el cambio climético.

En este contexto de desvinculacién entre reservas y obras de regula-
cién, carece de todo sentido en el plano técnico y también en el plano
juridico la reserva de agua de 6.550 Hm3 para uso exclusivo de los
aragoneses, recogida en la Disposicion Adicional Quinta del Estatuto de
Autonomia de Aragén, aprobado por LO 5/2007, de 20 de abril. Por
esa razén, el Gobierno de La Rioja ha impugnado esa y otras previsiones
ante el Tribunal Constitucional. El origen de esta reserva estd en el cono-
cido como «Pacto del Agua», aprobada por Resolucién de las Cortes de
Aragén el 30 de junio de 1992, asumido en toda su extensién y contenido
por el art. 38 de las Determinaciones de contenido normativo del PH de
la cuenca del Ebro aprobado por el Real Decreto 1664/1998, de 24 de
junio (publicadas por la O.M. de 13 de agosto de 1999). Y también el art.
36.4 de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrolégico Nacional,
integré el contenido de ese «Pacto», que las incluyé en el Anexo Il (obras
hidraulicas declaradas de interés general). Pues bien, es palmario que dicha
reserva de 6.550 Hm?® estaba vinculada a la ejecucién de nuevas obras
hidraulicas de regulacién en Aragén, obras que lamentablemente no han
sido ejecutadas pese al compromiso politico derivado de su inclusién en el
PH del Ebro y en el Plan Hidrolégico Nacional. Por esa circunstancia, esa
reserva y los caudales futuros, en modo alguno pueden hoy garantizarse
(ni para los aragoneses ni para ningdn otro usuario de la cuenca) con
obras de regulaciéon en Aragén —inexistentes, por no realizadas y por
insuficientes las existentes para garantizar ese volumen— por lo que, la
dnica manera de hacerlo es con recursos procedentes de ofros territorios
y de ofros usuarios.
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2. La inadecuada separaciéon formal de planes hidrolégicos y
programas de medidas

La segunda observacién de cardcter general estd referida a la inade-
cuada transposicién de la DMA que ha desnaturalizado —en vez de refor-
zarlo— el modelo de planificacion hidrolégica existente en Espafia, como
consecuencia de la separacién formal de los planes de gestién y los progra-
mas de medidas, que puede tener un remoto fundamento en la indefinicion
de la propia DMA y una injustificable incomprensién de nuestro modelo de
planificacién hidrolégica, unida a una inadecuada valoracién del reparto de
competencias entre Estado y CCAA en materia de aguas. Ello tiene impor-
tantes repercusiones orgdnicas y competenciales que resultan absolutamente
disfuncionales, como evidencia el complejisimo y erréneo marco institucional
que el documento EPTI parece admitir (apartado 2.3 EPTI) y del denominado
—con innecesario anglicismo— dmbito de «gobernanza» (Apartado 5.5.2).
La desnaturalizacién del modelo de planificacion y la indebida separacién
formal y competencial de planes y programas llevada acabo en la reforma
de 2003 ha sido advertido por FANLO Loras, «Planificacion hidrolégica
en Espafia: estado de un modelo a fortalecer», Revista de Administracién

Pdblica, nm. 169 (2006), pégs. 265-299.

Ha de recordarse una vez més que los planes hidrolégicos, como
manifestacion concreta de la técnica abstracta de la planificacién tienen tres
componentes o finalidades esenciales: la cognoscitiva (resulta imprescindi-
ble disponer de una buena informacién y un buen diagnéstico tratandose
de un recurso escaso, irregular y vulnerable, que diferencia esta planifi-
cacién de ofras, como por ejemplo la urbanistica, pues el suelo es el que
es —no se estira ni se encoge— mientras que la disponibilidad del agua
depende de la naturaleza); la normativa (resulta imprescindible ordenar
el aprovechamiento de un bien escaso, sometido a mdltiples intereses y
presiones contrapuestas) y técnico-operativa (es necesario determinar las
actuaciones a realizar en el tiempo para alcanzar los objetivos propios
de la planificacién hidrolégica: satisfacer las demandas y garantizar los
objetivos ambientales). La virtualidad juridica del plan hidrolégico (su efi-
cacia real como instrumento ordenador) estd condicionada a la adecuada
integracion de estos tres componentes. Y, como queda seialado, nuestra
legislacién de aguas (la reforma de 2003 y su desarrollo reglamentario
de 2007) no ha resuelto satisfactoriamente esta integracién orgénica y
funcional.
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En el plano organizativo, la Gnica Administracién competente en
materia de aguas en las cuencas intercomunitarias es la Confederacién
Hidrogréfica, en cuyos érganos de gobierno, planificacién y coordinaciéon
estén integradas las Comunidades Auténomas, cauce orgdnico para la
coordinacién e integracién de la politica del agua con las distintas politicas
sectoriales. Por ello es equivoco extender la calificacién de «Administracio-
nes competentes» a quienes no lo son respecto del agua, aunque si respeto
de ofros bienes o materias conexas (por ejemplo, la pesca, agricultura,
sanidad, urbanismo, infraestructuras de abastecimiento y saneamiento, nor-
mas adicionales de “proteccién y ejecucion en materia de medio ambiente,
etc.). Al no distinguir adecuadamente estos aspectos, estaba asegurada la

complejidad institucional irresoluble a la que se refiere el EPTI (Apartado
2.3y 5.52).

En el plano funcional, dificilmente pueden las «administraciones com-
petentes» aprobar los programas de medidas bdsicas y complementarias
conducentes a la consecucion de los objetivos ambientales con carécter
previo a los propios planes hidrolégicos, como sorprendentemente afirma el
art. 1.2. TRLAg, programas de medidas que «se coordinaran e integrarén
en los planes hidrolégicos». Y es que estas previsiones legales no son sino
el reflejo més explicito de la confusién y separacién formal entre planes
programas que en modo alguno cabe entender impuesto por la DMA,
pues ésta respeta la autonomia institucional de los Estados miembros y, en
consecuencia, el reparto interno de competencias en materia de aguas.

Particularmente disfuncional es la separacién formal (en su vertiente
orgénica y funcional) de los programas de medidas relativos a las aguas
costeras y de transicién elaborados —separadamente— por la Administra-
cién General del Estado (distinta de la Administracion del agua, esto es, por
los Servicios de Costas) y por las Comunidades Auténomas litorales (art.
41.2, pérrafo tercero TRLAg). Los obijetivos de calidad de dichas aguas y
los programas de medidas no deben elaborarse fuera y al margen del seno
de la CH del Ebro y luego «coordinarse» con el plan de la demarcacién.
Ello es contrario a la concepcién sistémica del concepto de demarcacién
y cuenca hidrogrdfica. La inclusién de dichas aguas en la demarcacién lo
es exclusivamente a los efectos de la incidencia que puede tener en ellas
la calidad de agua aportada por el cuenca correspondiente, pues —obvio
es decirlo— es el agua de los rios la que fluye al mar y condiciona la
calidad del agua costera y no a la inversa.
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Esta incorrecta comprensién de la distribucién de competencias en
materia de aguas entre Estado, CCAA y Entidades Locales, tiene su méxima
proyeccién orgdanica en la creacién del Comité de Autoridades Competen-
tes, 6rgano absolutamente innecesario a juicio de quien suscribe, pero al
que el Reglamento de Planificacién Hidrolégica otorga un protagonismo
no ajustado la marco legal, pues desapodera al Consejo del Agua de la
Demarcacién de su funcién de elaboracién y aprobacion del Plan (dado
que reduce su papel al de emisién de un simple «informe preceptivo»,
art. 80.4 RPH) atribuyéndose a dicho Comité la funcién de otorgar «la
conformidad» a la propuesta de proyecto de Plan hidrolégico (art. 80.5
RPH), con evidente extralimitacién respecto del TRLAg (art. 35), como hemos
sefialado en el apartado I.

Las observaciones generales hechas, en su mayor parte, traen causa
de las opciones inadecuadas o discutibles del propio legislador y, en con-
secuencia, el desarrollo reglamentario ha quedado lastrado y condicionado
por ellas, lo que condiciona su aplicacién préctica, como queda de mani-
fiesto en el documento del EPTI. Las merecidas criticas deben entenderse
dirigidas, por lo tanto, al marco legal establecido con notable confusién
que ha empaiiado el modelo de planificacién hidrolégica disefiado origi-
nariamente por el legislador de aguas de 1985 (de evidente naturaleza
normativa, de ordenacién de los usos y proteccion del agua). En algunos
aspectos, es el Reglamento de Planificacién Hidrolégica de 2007 el que se
aparta claramente de los opciones legales que debe respetar, con infrac-
cién manifiesta del principio de jerarquia normativa (desapoderamiento
del Consejo del Agua, y reforzamiento y atribucién de funciones que la
ley no le otorga al Comité de Autoridades Competentes), infracciéon que
determina la nulidad de dichas previsiones.

Il. CONSIDERACIONES CONCRETAS AL ESQUEMA PROVISIONAL
DE TEMAS IMPORTANTES

De acuerdo con el art. 79.1 RPH este documento contendré

«la descripcién y valoracién de los principales problemas actuales y
previsibles de la demarcacién relacionados con el agua y las posibles alter-
nativas de actuacién, todo ello de acuerdo con los programas de medidas
elaborados por las Administraciones competentes. También se concretarén
las posibles decisiones que puedan adoptarse para determinar los distintos
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elementos que configuran el Plan y ofrecer propuestas de solucién a los pro-
blemas enumerados»

Ademés, se incluird, de acuerdo con el art. 79.2 RPH:

a) Las principales presiones e impactos que deben ser tratados en el
plan hidrolégico, incluyendo los sectores y actividades que pueden supo-
ner un riesgo para alcanzar los objetivos medioambientales. Especificamente
se analizardn los posibles impactos generados en las aguas costeras y de
transicién como consecuencia de las presiones ejercidas sobre las aguas
continentales.

b) Las posibles alternativas de actuaciéon para conseguir los objetivos
medioambientales, de acuerdo con los programas de medidas bésicas y com-
plementarias, incluyendo su caracterizacién econémica y ambiental.

c) Los sectores y grupos afectados por los programas de medidas.

El EPTI debe ser elaborado por los organismos de cuenca «integrando
la informacién facilitada por el Comité de Autoridades Competentes», art.
79.3 RPH.

La consideracién atenta de estas previsiones reglamentarias permite
constatar algunos incumplimientos, que ponen de manifiesto las incoheren-
cias de la separacién formal entre planes y programas de medidas. Como
ya se ha advertido con anterioridad, parece contradictorio que antes de
elaborar el plan deban las Administraciones competentes tener aprobados
los programas de medidas para alcanzar los objetivos ambientales, que
constituye una de los componentes o finalidades de los planes (elemento
técnico-operativo), razén por la que dificilmente, en este momento procedi-
mental, puedan presentarse «posibles alternativas», dado que los progra-
mas no estan elaborados y aprobados y la aprobacién de los objetivos
ambientales a alcanzar es precisamente propio del plan.

En el plano operativo, dificilmente puede el Comité cumplir esa funcién
cuando carece de capacidad ejecutiva alguna, al ser un mero érgano de
coordinacién. Pero es que ademds, el Comité no ha podido facilitar infor-
macién alguna para la elaboracién del EPTI (sometido a consulta piblica en
julio de 2008, y elaborada, en consecuencia con anterioridad a esta fecha),
dado que dicho Comité se ha constituido el 16 de octubre de 2008.

La constatacién de estas incoherencias explica, por si misma, la difi-
cultad del proceso de elaboracién de los actuales planes hidrolégicos de
demarcacién, frente a los anteriores de cuenca, pese a las coincidencias
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existentes entre ambos modelos (obviando ahora la perspectiva ambiental
de la DMA —la de sus objetivos de calidad— y su diferente dmbito territo-
rial al incluir las aguas de transicién y costeras), lo que permite dudar del
acierto de subvertir la configuracién de nuestro modelo de planificacién
hidrolégica, pues bastaban pequefios retoques para dar cumplimiento a
dicha Directiva.

En este sentido, adviértase que, en el plano sustantivo, la elaboracién
de la primera etapa de los nuevos planes hidrolégicos (el EPTI), tiene una
finalidad semejante y muy préxima al «Proyecto de Directrices» previsto en
el art. 100.2 del Reglamento de la Administracién Pablica del Agua y de
la Planificacién Hidrolégica, de 1988 (derogado, en la actualidad, el titulo
relativo a la Planificacién). Asi este Proyecto de Directrices debia contener
«la descripcién y valoraciéon de las situaciones y problemas hidrolégicos
mds importantes de la cuenca relacionados con el agua» y concretar «las
posibles decisiones que puedan adoptarse para determinar los distintos
elementos que configuran el plan», esto es, en relacién a los contenidos
del plan previstos en el antiguo art. 40 LAg, como establecia el citado
art. 100.2 RAPA.

La novedad del EPTI deriva de la consideracién de los programas
de medidas elaborados por las Administraciones competentes que ahora
deben ser tenidos en cuenta para «las posibles alternativas de actuacién»
(art. 79.1 RPH), programas que, en buena medida, se corresponden con
algunos de los contenidos normativos a establecer por el plan hidrolégico
(viejo art. 40 LAg y actual art. 42 TRLAg), cuya elaboracién y aprobacién
corresponde al organismo de cuenca y ofros, en aspectos conexos con los
objetivos ambientales del Plan, pueden corresponder a las Comunidades
Auténomas (asi, por ejemplo, los Planes Regionales de Abastecimiento y
los de Saneamiento y Depuracién de aguas residuales, competencia de
las CCAA, ciertamente, pero que no pueden obviar la competencia de
los organismos de cuenca para otorgar las concesiones de aguas y las
autorizaciones de vertido final de las EDAR). La actual configuracion del
EPTI hace muy dificil su adecuada elaboracién al quedar supeditado a la
previa elaboracién de estos programas de medidas, algunos de los cuales
forman parte del contenido necesario de la redaccién del Proyecto de Plan,
que debe elaborar en una Segunda etapa el organismo de cuenca.

Estas son algunas de las consideraciones formales que pueden hacerse
al EPTI, sin perjuicio, en un plano sustantivo, de la constatacién de ofras
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incoherencias e insuficiencias del documento sometido a consulta piblica,
que ahora paso a enumerar brevemente.

1. Recursos Disponibles

Llama la atencién la disparidad cuantitativa que se advierte en el
EPTI en relacién con la estimaciéon de los recursos disponibles, factor de
extraordinaria importancia para una correcta planificacién hidrolégica. La
IPH exige tomar en consideracion, al menos, dos series histéricas (1940/41
a 2005/06 y de 1980/81 a 2005/06), en una fecha término (2005-
2006) que tiene sentido en cuanto era la més préxima al inicio de los
trabajos de elaboracién del plan, una vez realizados los informes de
caracterizacién y el andlisis econémico (ex art. 5 DMA). Como quiera que
se ha producido un cierto retraso en el cumplimiento de las fases y calen-
dario programado, nada impide que dichas series puedan actualizarse
incluyendo las relativas al dltimo afio hidrolégico, pues las aportaciones
extraordinarias del concluido afio hidrolégico 2007/2008 y del —hasta
el momento— extraordinariamente lluvioso 2008/09, pueden contribuir a
aquilatar la singularidad del llamado efecto ‘80, en las series iniciadas a
partir de dicho afio del siglo pasado). Asi se habla de 13.869 Hm? (pag.
17); de 16.200 Hm? (pdg. 23) de 17.300 Hm3 (pag. 59). La correcta
estimacién de los recursos tiene extraordinaria relevancia dada su «fuerte
variabilidad».

2. Poblacién abastecida

La cifra de la poblacién abastecida presenta asimismo discordancias
notables (5.000.000 habitantes en pég. 33 y 3.400.000 habitantes en
pdg. 43). En particular, llama la atencién las discordancias en relacién
con los caudales asignados para abastecimiento y usos industriales de los
consorcios de Bilbao y Tarragona, que no se corresponden con otros datos
oficiales (pags, 31, 51y 76).

3. Usos agrarios

En relacién con los usos agrarios es absolutamente imprescindible
que, a resultas de las previsiones de Plan Nacional de Regadios Horizonte
2008, junto a la cuantificacién de las nuevas hectareas de regadio, moder-
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nizacioén, riegos sociales, efc., se incorpore —en una accién coordinada
de la Administracion Hidrdulica y las distintas CCAA afectadas de la
cuenca— la estimacién, reserva y asignacién de los caudales necesarios
para las mismas, pues como principales consumidores de agua, sin esa
cuantificacién resultard imposible una adecuada planificacién. De otra
parte llama la atencién que ante la insuficiente garantia para atender las
demandas agrarias actuales (cuanto mas de las derivadas de los nuevos
regadios) se ponga en duda la necesidad de incrementar la regulacion de
caudales o se proponga disminuir la superficie de nuevo regadio, con lo
que supone de renuncia a participar en un sector estratégico, como es el
alimentario. Damos por reiteradas las consideraciones sobre la criticable
desvinculacién entre reservas y obras de regulaciéon, imprescindible para
asegurar las dotaciones para nuevos regadios.

Son discutibles algunos de los criterios para el otorgamiento de nuevas
concesiones para riegos recogidos en la pag. 49 del EPTI (por ejemplo,
condicionarla a la disponibilidad de regulacién interna prevista en el plan
o interna en el propio proyecto de utilizacién).

En relacién con las dotaciones para riego previstas en las distintas Jun-
tas de Explotacién, llama la atencién la consignada en la nimero 11, Bajo
Ebro de 13.220 m3®/ha/afio), en pag. 45 EPTI, cuando la dotacién media
para uso agricola asciende a 8.080 m3/ha/afo. Ninguna explicaciéon se
ofrece en ese apartado (el 3.1.2 EPTI) que justifique aquella dotacién que
excede en 5.000 m3/ha/afio a la media de la cuenca. La sobredotacion
guarda relacién con los caudales ambientales necesarios para proteger
el Delta del Ebro. En efecto, en la Ficha 06 Caudales ecolégicos (Anexo
B), a la hora de describir los principales efectos de los mismos sobre las
masas de agua se afirma literalmente que «la concesién de los regadios
de la margen derecha del Delta cuenta con un volumen medioambiental
de 82,62 Hm3/afo, equivalente a 2,61 m3/segundo».

En este sentido, el art. 49.1 de las Determinaciones de contenido
normativo del Plan Hidrolégico del Ebro, aprobado por Real Decreto
1664/1998, de 24 de julio (Orden de 13 de agosto de 1999 asume
que «los caudales que circulan por la toma de los canales del Delta son
los correspondientes a la doble faceta de demanda agricola y medioam-
biental... para dicha zona regable y natural», con reflejo en las dotaciones
méximas de regadio y ganaderas previstas en el Anejo 3 del citado Plan.
No cabe ignorar la posible influencia en estas previsiones del fracasado
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Anteproyecto de Plan Hidrolégico Nacional de 1993 (el conocido como
Plan Borrell), que contemplaba como lugar de toma del trasvase del Ebro
a las cuencas internas de Cataluiia y una parte de los previstos para las
cuencas mediterréneas, el propio Delta y los caudales a transferir «los
procedentes de las concesiones y aprovechamientos existentes en el Delta
del Ebro, una vez cumplidos los usos agrarios propios y garantizada la
protecciéon ambiental que conlleva el aprovechamiento agricola del Delta»
(Disposicién Adicional segunda.2). Esta previsién se completaba con la
garantia que debia asumir el Plan Hidrolégico de la cuenca del Ebro de
garantizar el «<mantenimiento de los actuales caudales de las concesiones
y aprovechamientos» existentes en el Delta, garantia hecha efectiva como
hemos visto, en el Plan aprobado en 1998.

Si lo traemos a colacién es para que se tenga en cuenta la integra-
cién de estos caudales medioambientales en las actuales concesiones para
regadio de los Canales del Delta, que ya tienen una sobredotacién para
tal finalidad. Y ello habra de tenerse en cuenta a la hora de cuantificar en
sentido estricto los caudales ecolégicos del Delta del Ebro para que no se
computen por doble concepto. De ofra parte, fracasado como queda dicho
el llamado Plan Borrell, las concesiones para regadio del Delta debieran
ser objeto —salvada la referida finalidad medioambiental— de revisién
para acomodarlas a las dotaciones objetivo previstas, segin cultivos y
sistemas de explotacién de la cuenca.

Esta revision o —cuando menos— delimitacién de dotaciones (para
riego y caudales ambientales) debe impedir que los actuales titulares de
dichas concesiones de riego —sobredotadas como estén, al integrar un
volumen en concepto de caudales ambientales— se autoatribuyan la dispo-
nibilidad plena sobre los mismos y pretendan cederlos a terceros mediante
precio, al amparo de las previsiones legales sobre el contrato de cesién de
derechos al uso privativo de las aguas. Esa fue la intencién abiertamente
expresada —aunque no materializada— que hicieron poblica las Comu-
nidades de Regantes de los Canales del Delta del Ebro en el frustrado
trasvase de aguas a Barcelona (Real Decreto-ley 3/2008, de 21 de abiril,
de medidas excepcionales y urgentes para garantizar el abastecimiento de
poblaciones afectadas por la sequia en la provincia de Barcelona, cons-
tatada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 6 de junio de 2008, la
concurrencia de la causa de cese de su vigencia). En conclusién, no puede
admitirse, en modo alguno, que con cargo a esos caudales ambientales
destinados a proteger el Delta del Ebro, puedan lucrarse los titulares de
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las concesiones de riego, como consecuencia de una falta de delimitacion
de unos y ofros caudales, cuando ademds estos constituyen una restriccion
general que afecta a toda la cuenca.

4. Caudales ambientales

En cuanto a los caudales ambientales, debe reiterarse que su aplica-
cién —atendida la irregularidad caracteristica de nuestros rios— solo puede
garantizarse con caudales regulados, pues sélo estos permiten corregir su
régimen natural. Esta constatacién debiera suscitar una profunda reflexion
en el seno del organismo de cuenca sobre las frivolidad y simplifica-
cién con la que en ocasiones se han defendido —desde supuestas bases
cientificas— determinados caudales ambientales que, salvo en épocas de
avenidas jamés garantiza la naturaleza. Carece de sentido y resulta una
accién falta de responsabilidad destinar la gigantesca inversion histérica
realizada en obras de regulacién para, excluyendo los aprovechamientos
para las actividades econémicas que justificaron en su dia su ejecucién,
reservar e imponer unas dotaciones y volimenes de agua que no guardan
relacién con el régimen natural destindndolas al mantenimiento de caudales
minimos circulantes por necesidades ambientales.

La cuantificacién de los caudales minimos circulantes o ecolégicos
debiera ser objeto de ponderacion responsable, sensata y flexible, dada su
dependencia de los caudales regulados. Por ello debe saludarse la admi-
sién de criterios moduladores para el caso de sequias prolongadas (art.
18.4 RPH), circunstancia que resulta ordinaria en muchas de las subcuencas
del Ebro, particularmente en la margen derecha, con inclusién, por ejemplo,
de la del Alhama-linares. En este sentido, el apartado 3.4 de la IPH de
2008, va en esa linea de sensatez y modulacién de los caudales ambien-
tales en funcién de las caracteristicas de los rios (permanentes, temporales,
intermitentes y efimeros; masas de aguas muy alteradas hidrolégicamente
y sequias prolongadas). Instruccién que, no obstante, vinculada como esté
por las normas de superior jerarquia sigue insistiendo en los procesos de
concertacion del régimen de caudales (apartado 3.4.6 IPH).

Asimismo, no puede ignorarse, en su aplicacion, el respeto de los
derechos patrimonializados de los concesionarios. Por todo ello, desde
una estricta consideracién juridica del contenido patrimonial inherente a la
concesién del dominio ptblico hidréulico, tienen dificil encaje los procesos
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de concertacion previstos para su aplicacién en el art. 18.3 RPH y es difi-
cil que se llegue a acuerdos voluntarios sobre ellos o pueda revisarse la
concesion (obviando toda indemnizacién), como contemplan las medidas
analizadas en la Ficha 06, Caudales ecolégicos (Anexo B).

En relaciéon con la proteccion especifica del Delta del Ebro, junto
a lo ya sefialado, conviene no olvidar que el Gobierno de La Rioja ha
impugnado ante el Tribunal Constitucional el sistema de fijacion de los
caudales ambientales contemplado en la Disposicién Adicional Décima
de la 10/2001, de 5 de julio, Ley del Plan Hidrolégico Nacional (en la
redaccion dada por el articulo Gnico.15 de la Ley 11/2005, de 22 de
junio), por entender que el sistema bilateral de aprobacién del Plan Integral
de Proteccién del Delta del Ebro (Administracién General del Estado-Gene-
ralidad de Catalufia), supone la ruptura del principio de unidad de gestién
de la cuenca del Ebro, pues los caudales ambientales debe fijarlos la CH
del Ebro, con la participacién de todas las Comunidades Auténomas (art.
26.1, parrafo segundo Ley 10/2001, de 5 de julio, PHN, en la redaccién
dada en 2005).

5. Recuperacion del coste de los servicios del agua

La aplicaciéon del principio de recuperacion del coste de los servicios
del agua, recogido en el art. 111 bis TRLAg y Disposicién Adicional Undé-
cima LPHN, asi como en el art. 42 RPH (ademés del apartado 7 de la IPH),
puede afirmarse se ha hecho con escaso rigor juridico y extendiéndolo
innecesariamente a dmbitos en los que tradicionalmente ya se aplica —con
las limitaciones que se quiera— dicho principio. Esto es, el principio de
recuperacién de coste debiera limitarse a la fase de distribucién «en alta»,
que es la que corresponde a la competencia de los organismos de cuenca,
con exclusién de lo que suceda en relacién con la distribucién y utilizacién
«en baja», que, como queda sefialado, en el caso del abastecimiento y
saneamiento —tradicionales servicios pUblicos municipales— se aplica el
régimen de las tasas municipales o las nuevas figuras tributarias creadas por
las CCAA par financiar estos servicios (canon de saneamiento). No debe
confundirse, en consecuencia, lo que es, en sentido estricto, recuperacién
de costes del servicio (segin un estudio econémico del servicio del agua
«en alta», con la recogida de informacién de costes de los servicios de
agua «en baja»). Debiera estarse atento a la incidencia que estas figuras
tributarias regionales tienen en la consecucién de los objetivos de calidad
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fijados y los efectos deslocalizadores de las actividades econémicas que
puedan provocar la distinta fiscalidad ambiental territorial, que puede
conllevar una contribucién desigual de los distintos territorios de la cuenca
a la consecucién de los objetivos ambientales. Y este es un aspecto de
indudable trascendencia econémica y —finalmente— social, al que con-
vendria prestar atencién a partir de ahora, pues lo que se haga local o
regionalmente, repercute en toda la demarcacién hidrogréfica, pues a
todos beneficia o perjudica.

Carece, en consecuencia, de sentido y no se ajusta a la interpreta-
cién juridica estricta del principio de recuperacién de costes previstos en
la DMA, la interpretacion expansiva —de corte economicista— que por
ejemplo se recoge en el art. 41 RPH, relativo a la caracterizacién econé-
mica del uso del agua. Por lo demds, adviértase que existen determinados
costes que no pueden imputarse a los usuarios del agua en sentido estricto,
porque no sélo a ellos beneficia, al serlo la colectividad en general. Es el
caso de los resguardos que obligatoriamente reducen la capacidad maxima
de regulacién de los embalses para laminar avenidas. Este «descuento» ya
estd admitido expresamente por el art. 42.2.d) RPH y debe ser asumido
por el Estado. Es asimismo, el caso de los caudales ambientales, cuya
implantacién puede requerir —obviando ahora los procesos de concerta-
cién al que probablemente no acudirdn voluntariamente los concesionarios
«perjudicados»— restricciones en los sistemas de explotacién que conlle-
van sacrificios patrimoniales singulares de concretos concesionarios cuya
indemnizacién, llegado el caso, habrd de asumir el Estado.

Por lo demés, es dificilmente operativo y discutible en términos juridi-
cos la introduccién de los llamados «costes ambientales» (que no sean los
ligados al saneamiento y depuracién) y los «costes del recurso.

6. Infraestructuras hidrdulicas

Problemética de las infraestructuras hidréulicas, contempladas por el
PH del Ebro de 1998 e incluidas y declaradas de interés general, en algu-
nos casos, en los Anexos de la Ley del Plan Hidrolégico Nacional (2001,
modificado en 2005) y no ejecutadas hasta el momento presente. Las
infraestructuras bésicas (las que hacen posible la oferta de recursos, segin
el viejo art. 85.1 RAPA, y ademds —ahora, en el art. 60 RPH— el cum-
plimiento de los objetivos medioambientales) debian ser obligatoriamente
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incluidas en el plan hidrolégico de la cuenca (el citado art. 85.1 RAPA)
e integradas en la programacién de inversiones que el Gobierno debia
desarrollar durante el periodo 2001-2008, en aplicacién de las previsiones
establecidas en los Planes Hidrolégicos de cuenca (art. 36 LPHN).

Pese a la aparente «obligatoriedad» de su inclusion en los planes
hidrolégicos y desarrollo por los programas de inversiones del Gobierno
de la nacién, con los consiguientes «compromisos de gastos adecuados
y suficientes» en las leyes de presupuestos, no existe en sentido juridico
estricto obligacién exigible alguna, que no sea el compromiso de naturaleza
politica adquirido en su dia y que solo politicamente puede exigirse.

El problema que afecta a tales infraestructuras no ejecutadas es que
ahora les serd de aplicaciéon el informe de viabilidad econémica, técnica,
social y ambiental, incluyendo un estudio especifico sobre la recuperaciéon
de los costes, de acuerdo con el art. 46.5 TRLAg, pérrafo incluido en la
reforma de 2005, que responde a una doble motivacién. De una parte,
la justificable exigencia de racionalizar las inversiones publicas, pero, de
ofra, y —contradictoriamente— a la prevencién y prejuicios que en la etapa
politica anterior han suscitado las obras de regulacién y que todavia tiene
sus manifestaciones en el EPTI, como se ha sefialado con anterioridad. El
rigor y alcance de este informe puede, en efecto, condicionar y limitar
la ejecucion de estas infraestructuras o por el contrario favorecerlas. Es
innegable —pese a la objetividad y cardcter tcnico que debiera presidir
este tipo de informes— que existen margenes muy amplios cuando existe
voluntad politica para ello, discrecionalidad que llega hasta declarar inne-
cesario dicho requisito (caso paradigmético es el del citado Real Decreto-
Ley 3/2008, del abastecimiento o trasvase a Barcelona, que a ademads de
excluir el informe de viabilidad excluy6 también la evaluacién ambiental
estratégica del proyecto necesario).

En resumidas cuentas, la obligacién incumplida respecto de las infra-
estructuras hidraulicas previstas en el PH de 1998 y no ejecutadas carece
de sancién juridica alguna. No existe accién judicial alguna para reclo-
mar la ejecucién de lo no realizado del PH de 1998. Solo en el terreno
politico cabe exigir su cumplimiento, al quedar comprometida la igualdad
territorial en el reparto de las inversiones estatales, pues resulta manifiesto
el desigual trato que unas y ofras partes de la demarcacién hidrogréfica
han recibido.
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